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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 20 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 022 DE 2019 SENADO, 

257 DE 2018 CÁMARA

por medio de la cual la nación se vincula a la 
conmemoración y rinde público homenaje al 

municipio de La Estrella, departamento de Antioquia, 
con motivo de los 333 años de su fundación, y se 

dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La Nación se vincula a la 
conmemoración y rinde público homenaje al 
municipio de La Estrella, ubicado en el departamento 
de Antioquia, con motivo de la celebración de los 
trescientos treinta y tres (333) años de su fundación. 

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno nacional 
para que, en cumplimiento y de conformidad con los 
artículos 288, 334, 339, 341, 345, 346 y 366 de la 
Constitución Política, las competencias establecidas 
en la Ley 715 de 2001 y sus decretos reglamentarios 
y la Ley 819 de 2003, para incorporar dentro del 
Presupuesto General de la Nación o impulsar a 
través del Sistema Nacional de Cofinanciación, las 
partidas presupuestales necesarias a fin de adelantar 
las siguientes obras de utilidad pública y de interés 
social, en beneficio de la comunidad del municipio 
de La Estrella, departamento de Antioquia: 

1.  Estudios, diseños y restauración de la Casa 
Consistorial. 

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

Artículo 3°. Para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en la presente ley, podrán celebrarse convenios 
interadministrativos o contratos, entre la Nación, 
el Municipio de La Estrella y/o el Departamento de 
Antioquia. 

Artículo 4°. Las autorizaciones de gastos 
otorgadas al Gobierno nacional en virtud de esta 
ley se incorporarán en los presupuestos Generales 
de la Nación, de acuerdo con las normas orgánicas 
en materia presupuestal, reasignando los recursos 
hoy existentes en cada órgano ejecutor, sin que ello 
implique un aumento del presupuesto, de acuerdo 
con las disposiciones que se produzcan en cada 
vigencia fiscal. 

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República del día 20 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 022 de 2019 Senado, 257 de 2018 
Cámara, por medio de la cual la Nación se vincula 
a la conmemoración y rinde público homenaje 
al municipio de La Estrella, departamento de 
Antioquia, con motivo de los 333 años de su 
fundación, y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,
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El presente texto definitivo, fue aprobado sin 
modificaciones en Sesión Plenaria No Presencial del 
Senado de la República del día 20 de junio de 2020, 
de conformidad con el texto propuesto para segundo 
debate.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 19 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 26 DE 2019 SENADO, 139 
DE 2018 CÁMARA

por la cual se establecen mecanismos para promover 
la participación de pequeños productores locales 

agropecuarios y de la agricultura campesina, familiar 
y comunitaria en los mercados de compras públicas 

de alimentos.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

CAPÍTULO ÚNICO
De la naturaleza, finalidad y propósitos

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley 
consiste en establecer condiciones e instrumentos 
de abastecimiento alimentario para que todos los 
programas públicos de suministro y distribución 
de alimentos promuevan la participación de 
pequeños productores locales y productores 
locales agropecuarios cuyos sistemas productivos 
pertenezcan a la Agricultura Campesina, Familiar 
y Comunitaria, o de sus organizaciones legalmente 
constituidas. 

Artículo 2º. Participación de productores 
agropecuarios pertenecientes a comunidades 
étnicas. Los mecanismos, condiciones e instrumentos 
que promuevan o establezcan la participación de 
pequeños productores agropecuarios pertenecientes 
a comunidades étnicas o de productores 
agropecuarios pertenecientes a comunidades étnicas 
cuyo sistema productivo pertenezca a la Agricultura 
Campesina, Familiar o Comunitaria en el mercado 
de compras públicas locales de alimentos, harán 
parte de normas específicas para cada una de 
estas comunidades, las cuales serán consultadas 
previamente a fin de respetar sus usos y costumbres, 
así como sus derechos colectivos, de conformidad 
con lo establecido en la presente ley. 

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. Las 
disposiciones que aquí se establecen, serán 
obligatorias para las entidades públicas del nivel 
nacional, departamental, distrital, municipal, 
sociedades de economía mixta, y entidades privadas 
que manejen recursos públicos y operen en el 
territorio nacional, que demanden de forma directa 
o a través de interpuesta persona, alimentos para el 
abastecimiento y para suministro de productos de 

origen agropecuario, cumpliendo con los requisitos 
sanitarios que establezca la normatividad vigente. 

Las disposiciones contempladas en la presente 
ley también aplicarán para entidades privadas 
que suscriban contratos con el Estado y que, en 
desarrollo de las labores o actividades desplegadas 
en el marco de aquellos, demanden de forma directa 
o a través de interpuesta persona alimentos para 
abastecimiento o para suministro de productos de 
origen agropecuario. 

Artículo 4°. Definiciones. Para efectos de la 
aplicación de la presente ley se establecen las 
siguientes definiciones y siglas: 

Agricultura Campesina, Familiar y 
Comunitaria (ACFC): Sistema de producción y 
organización gestionado y operado por mujeres, 
hombres, familias, y comunidades campesinas, 
indígenas, negras, afrodescendientes, raizales 
y palanqueras que conviven en los territorios 
rurales del país. En este sistema se desarrollan 
principalmente actividades de producción, 
transformación y comercialización de bienes y 
servicios agrícolas, pecuarios, pesqueros, acuícolas 
y silvícolas; que suelen complementarse con 
actividades no agropecuarias. Esta diversificación 
de actividades y medios de vida se realiza 
predominantemente mediante la gestión y el trabajo 
familiar, asociativo o comunitario, aunque también 
puede emplearse mano de obra contratada. El 
territorio y los actores que gestionan este sistema 
están estrechamente vinculados y evolucionan 
conjuntamente, combinando funciones económicas, 
sociales, ecológicas, políticas y culturales. 

Pequeño Productor: Se consideran pequeños 
productores aquellas personas naturales que 
cumplan con los requisitos consagrados en el artículo 
2.1.2.2.8 del Decreto 1071 de 2015, modificado por 
el artículo 1º del Decreto 691 de 2018, o la norma 
que los modifique o los sustituya. 

Agroecología: Es una disciplina científica, un 
conjunto de prácticas y un movimiento social. 
Como ciencia, estudia las interacciones ecológicas 
de los diferentes componentes del agroecosistema, 
como conjunto de prácticas, busca sistemas 
agroalimentarios sostenibles que optimicen y 
estabilicen la producción, y que se basen tanto en los 
conocimientos locales y tradicionales como en los 
de la ciencia moderna y como movimiento social, 
impulsa la multifuncionalidad y sostenibilidad de 
la agricultura, promueve la justicia social, nutre 
la identidad y la cultura, y refuerza la viabilidad 
económica de las zonas rurales. 

Circuitos cortos de comercialización: 
Forma de comercio basada en la venta directa de 
productos frescos o de temporada, sin intermediario 
o reduciendo al mínimo la intermediación entre 
productores y consumidores. 

Comercio justo: Es aquel que favorece las redes 
y la organización de productores locales, permite 
valorar el trabajo y la protección del medioambiente 
y genera responsabilidad de los consumidores al 
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momento de la compra, permitiendo relaciones 
más solidarias entre estos y los productores. Los 
principios del comercio justo están relacionados con 
la soberanía alimentaria y seguridad alimentaria. 

Compra local de alimentos: Es la acción 
de adquirir uno o varios alimentos ofrecidos por 
pequeños productores agropecuarios y productores 
cuyos sistemas productivos pertenezcan a la 
Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria, 
o de sus organizaciones legalmente constituidas 
dentro de la zona geográfica para la compra local de 
alimentos que cumplan con los requisitos sanitarios 
en materia de calidad e inocuidad. 

Sistema Participativo de Garantía (SPG): 
Sistemas de garantía desarrollados a través 
de la relación y participación directa entre los 
productores, los consumidores, y otros miembros de 
la comunidad, quienes verifican, entre si el origen 
y la condición de los productos agroecológicos, 
y a través del sistema, garantizan la producción, 
comercialización y consumo de estos productos en 
el mercado local y regional.

Trazabilidad agropecuaria: Conjunto de 
características y condiciones que hacen posible 
identificar el origen y las diferentes etapas del 
proceso de producción y distribución de los 
alimentos de origen agropecuario.

Zona geográfica para la compra pública local 
de alimentos: Es la extensión de territorio dentro de la 
cual son producidos, comercializados y consumidos 
alimentos primarios y transformados, provenientes 
de pequeños productores, agropecuarios y 
productores cuyos sistemas productivos pertenezcan 
a la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria, 
o de sus organizaciones y destinados a los programas 
institucionales de los sujetos de que trata el artículo 
3º de la presente ley. Para que la compra de los 
mismos sea considerada como compra local, la 
definición de esta zona geográfica debe priorizar la 
adquisición de lo producido desde lo veredal hasta 
lo municipal, departamental o regional dependiendo 
de las características productivas territoriales y las 
necesidades de las entidades demandantes. 

Comité intersectorial e interinstitucional 
departamental de derecho a la alimentación 
seguridad alimentaria y nutricional: Es una 
instancia para el diseño, formulación, concentración, 
coordinación, y seguimiento de la política pública 
para la garantía del derecho humano a la alimentación 
y la seguridad alimentaria y nutricional de un 
departamento.

Zonas más Afectadas por el Conflicto Armado 
(Zomac): Es el conjunto de municipios que sean 
considerados como más afectados por el conflicto 
armado, definidos por el Decreto 1650 de 2017, o 
aquellas normas que lo sustituyan, modifiquen o 
complementen. 

TÍTULO II
IMPLEMENTACIÓN DE LAS COMPRAS 

PÚBLICAS LOCALES DE ALIMENTOS

CAPÍTULO I
Articulación, concertación, pedagogía 

y seguimiento territorial para las compras 
públicas locales de alimentos

Artículo 5°. Creación de la Mesa Técnica 
Nacional de Compras Públicas Locales de 
Alimentos. Créase la Mesa Técnica Nacional de 
Compras Públicas Locales de Alimentos, como 
instancia articuladora de la política de compras 
públicas locales de alimentos. 

Parágrafo. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
reglamentará en un término no mayor a seis (6) 
meses contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley las disposiciones para la conformación 
y funcionamiento de la Mesa Técnica Nacional de 
Compras Públicas Locales de Alimentos. 

Artículo 6°. Pedagogía y seguimiento territorial. 
El Gobierno nacional diseñará e implementará 
planes, programas y acciones pedagógicas 
y de seguimiento para capacitar a Alcaldías, 
Gobernaciones y participantes de los espacios 
territoriales de articulación definidos por la Mesa 
Técnica Nacional de Compras Públicas Locales 
de Alimentos, así como a pequeños productores y 
productores de la Agricultura Campesina, Familiar o 
Comunitaria y organizaciones en los siguientes ejes 
temáticos:

•  Seguridad y soberanía alimentaria. 
•  Agroecología y producción sostenible. 
•  Prevención de pérdida y desperdicio de 

alimentos. 
•  Formación en comercio justo y consumo 

responsable. 
•  Fortalecimiento en el cumplimiento de 

normas para la comercialización y manejo de 
productos alimenticios. 

•  Organización, gestión, logística, mercadeo, 
comercialización y financiación de proyectos 
agropecuarios. 

•  Otras temáticas que requieran ser definidas 
por la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas 
Locales de Alimentos. 

CAPÍTULO II
Reglas para la adquisición de alimentos 

provenientes de pequeños productores locales 
y de productores de la agricultura campesina, 
familiar y comunitaria y sus organizaciones 

legalmente constituidos
Artículo 7°. Porcentajes mínimos de compra 

local a pequeños productores y productores de la 
agricultura campesina, familiar y comunitaria. A 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley: 

a.  Las Entidades a que hace referencia el 
artículo 3° de la presente ley, que contraten con 
recursos públicos la adquisición, suministro 
y entrega de alimentos en cualquiera de sus 
modalidades de atención, están en la obligación 
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de adquirir localmente alimentos comprados a 
pequeños productores agropecuarios locales y/o a 
productores de la Agricultura Campesina, Familiar 
o Comunitaria locales y sus organizaciones en un 
porcentaje mínimo del 30% del valor total de los 
recursos del presupuesto de cada entidad, destinados 
a la compra de alimentos. 

Cuando la oferta de alimentos producidos 
por pequeños productores y/o productores de la 
Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria 
local sea inferior al porcentaje mínimo de que trata 
el presente literal, las entidades deberán informar 
de dicha situación a la Mesa Técnica Nacional de 
Compras Públicas quien certificará dicha situación 
y realizará las gestiones necesarias para otorgar un 
listado de pequeños productores y/o productores de 
la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria 
no locales a quienes puede acudir para suplir el 
porcentaje restante. 

b.  Las entidades compradoras de alimentos a 
que hace referencia el artículo 3° deberán establecer 
en sus pliegos de condiciones un puntaje mínimo 
del 10% de los puntos asignables a la calificación 
de las propuestas, los cuales serán asignados 
proporcionalmente a aquellos proponentes que 
se obliguen a adquirir productos provenientes de 
pequeños productores agropecuarios locales y/o a 
productores de la Agricultura Campesina, Familiar 
o Comunitaria locales y sus organizaciones, en una 
proporción mayor al mínimo exigido por la entidad 
contratante. 

Estas entidades establecerán en todos los 
documentos de sus procesos de contratación, que 
el puntaje obtenido por los oferentes en virtud del 
porcentaje de compras públicas locales a pequeños 
productores agropecuarios y/o a productores de la 
Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria 
y sus organizaciones a que se comprometen será 
tenido en cuenta como factor de desempate entre 
propuestas que obtengan el mismo puntaje total de 
calificación. 

c.  Todas las entidades a que se refiere el presente 
artículo, incluirán en sus contratos la obligación 
por parte de sus contratistas que ejecuten u operen 
los programas institucionales en que se adquieran 
alimentos, la obligación de estos de participar en 
los espacios de articulación que se definan por parte 
de la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas 
Locales de Alimentos y de participar en su rol de 
compradores de alimentos o de sus materias primas, 
en las ruedas de negocios que se realicen en virtud 
de lo establecido en la presente ley. 

d.  La entidad pública establecerá en sus 
estudios previos, la zona geográfica para la compra 
pública local de alimentos a pequeños productores 
agropecuarios y/o a productores de la Agricultura 
Campesina, Familiar o Comunitaria locales o sus 
organizaciones, con base en los siguientes criterios: 
(1) cobertura geográfica de la oferta institucional 
de la entidad; (2) conectividad vial, circuitos 
cortos de comercialización, vocación y uso del 

suelo, disponibilidad de alimentos, la presencia de 
pequeños productores agropecuarios y productores 
de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria 
locales o sus organizaciones identificados y las 
características de los productos demandados. 

Parágrafo 1º. Las entidades públicas velarán 
por el adecuado cumplimiento de las obligaciones 
consagradas en el presente artículo en lo referente a 
la adquisición de alimentos a pequeños productores 
locales y productores locales de la Agricultura 
Campesina, Familiar o Comunitaria, o sus 
organizaciones. 

Parágrafo 2°. Todas las entidades descritas en 
el artículo 3° de la presente ley que desarrollen 
actividades misionales en las Zomac, tendrán como 
prioridad la adquisición de alimentos provenientes 
de cada una de las Zomac en donde se encuentran 
ejerciendo sus actividades. 

Artículo 8°. Diseño y adecuación de minutas 
alimentarias y menús. Todos los sujetos de que 
trata el artículo 3º de la presente ley que desarrollen 
programas o acciones en que se ofrezcan o 
dispensen alimentos, sin detrimento de sus objetivos 
y programas misionales, están obligadas a diseñar o 
adecuar minutas alimentarias y menús teniendo en 
cuenta el enfoque cultural y los hábitos alimentarios 
de la población de cada zona geográfica para la 
compra pública local de alimentos, priorizando el 
abastecimiento con productos locales provenientes 
de pequeños productores locales y de productores 
pertenecientes a la Agricultura Campesina, Familiar 
o Comunitaria y sus organizaciones, con enfoque 
diferencial y tomando en consideración el concepto 
que deberá rendir el Comité Departamental de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional respectivo, o a 
falta de este, de las Secretarías Departamentales de 
Agricultura o quien haga sus veces. Todos los menús 
diseñados deben priorizar en las preparaciones 
o en los paquetes alimentarios distribuidos, la 
inclusión de alimentos e insumos producidos en la 
misma zona geográfica, sin que por ello se afecte la 
calidad microbiológica y el aporte nutricional de la 
alimentación entregada a los beneficiarios de estos 
programas. 

Artículo 9°. Especificaciones técnicas de los 
productos. El Gobierno nacional en el marco de 
la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas 
Locales de Alimentos en coordinación con el 
Invima, dentro de los seis (6) meses siguientes a 
su conformación, deberá establecer un conjunto 
unificado y normalizado de fichas técnicas que 
contengan las especificaciones que deben cumplir 
los alimentos procesados y no procesados de origen 
agropecuario, de forma tal que estén sujetos a la 
normatividad sanitaria vigente y no se establezcan 
características excluyentes a la producción 
proveniente de pequeños productores locales y 
productores de la Agricultura Campesina, Familiar 
y Comunitaria y sus organizaciones. 

Parágrafo. Las fichas técnicas podrán 
contener criterios que promuevan la compra de 
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alimentos provenientes de sistemas de producción 
agroecológica debidamente reconocidos por el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Artículo 10. Pago de las compras realizadas a 
productores de la agricultura campesina, familiar 
y comunitaria. Para promover y fortalecer la 
economía de pequeños productores y productores de 
la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria, y 
sus organizaciones frente a los impactos financieros 
que puedan derivarse de las formas de pago 
utilizadas por los compradores y proteger su flujo 
de fondos, el Gobierno nacional, en el marco de la 
Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas de 
Alimentos, dentro de los seis (6) meses siguientes a 
su conformación, deberá diseñar e implementar los 
mecanismos financieros y contractuales necesarios 
para que el valor de sus ventas sea recibido contra 
entrega del producto. 

CAPÍTULO III
Sistema Público de Información Alimentaria, 

de pequeños productores locales y de 
productores de la agricultura campesina, 

familiar y comunitaria y sus organizaciones
Artículo 11. Sistema público de información 

alimentaria, de pequeños productores locales y de 
productores de la agricultura campesina, familiar 
y comunitaria y sus organizaciones. El Gobierno 
nacional, en el marco de la Mesa Técnica Nacional 
de Compras Públicas Locales de Alimentos, 
deberá diseñar un sistema de información pública 
que articule los diferentes datos relacionados 
con pequeños productores locales agropecuarios 
y productores pertenecientes a la Agricultura 
Campesina, Familiar y Comunitaria con el objetivo 
de apoyar de forma técnica la toma de decisiones de 
todos sus actores y que garantice la trazabilidad del 
proceso de participación de la producción local. 

La información contenida en el Sistema a que hace 
referencia el presente artículo será una plataforma 
que podrán utilizar los sujetos relacionados en el 
artículo 3º de la presente ley para efectuar las compras 
públicas locales de alimentos de conformidad con lo 
establecido en estas disposiciones. 

Parágrafo. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el 
Ministerio de Tecnologías de Información y las 
Comunicaciones, en el marco de la Mesa Técnica 
Nacional de Compras Públicas Locales, contará 
con un término improrrogable de un (1) año para 
establecer el diseño del sistema de que trata el presente 
artículo y para consolidar y poner a disposición del 
público datos abiertos en los términos de la ley y las 
políticas de datos abiertos y Gobierno en Línea. 

CAPÍTULO IV
Incentivos para pequeños productores locales 
y productores de la agricultura campesina, 
familiar y comunitaria y sus organizaciones
Artículo 12. Informes de cumplimiento al 

Congreso de la República. Con el propósito de hacer 
seguimiento y control al cumplimiento de los fines 

y objetivos que persigue la presente ley, la Mesa 
Técnica Nacional de Compras Públicas Locales de 
Alimentos rendirá anualmente en los quince (15) 
primeros días del mes de octubre de cada año, un 
informe detallado sobre la implementación de la 
estrategia de compras públicas locales descrita 
en esta normatividad y el apoyo brindado a 
pequeños productores locales y productores de la 
agricultura campesina, familiar y comunitaria y 
sus organizaciones en la inserción al mercado de 
compras institucionales. 

Artículo 13. Programa “Lonchera Popular y 
Campesina”. El Gobierno nacional promoverá la 
estructuración del programa que se denominará 
“la lonchera popular y campesina” con productos 
colombianos, especialmente de las regiones de las 
instituciones educativas, que tendrá como eje que 
la alimentación escolar de los sectores populares 
y campesinos de Colombia del sector público, 
serán atendidos por las directivas de los colegios 
e instituciones educativas y fundamentalmente por 
la junta de padres de familia con supervisión de las 
Secretarías de Educación. 

Se faculta al Gobierno nacional por el término 
de 6 meses para dictar los respectivos decretos 
de reglamentación de este programa, el cual se 
armonizará con el Programa de Alimentación 
Escolar (PAE) o su equivalente en aras de su 
fortalecimiento. 

Artículo 14. Monitoreo y vigilancia. El 
Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística monitoreará el comportamiento del 
precio de los productos de que trata la presente ley y 
reportará de manera trimestral sus hallazgos. Por su 
parte, la Superintendencia de Industria y Comercio, 
verificará que en el marco de la presente ley y 
tomando en consideración las disposiciones de la 
misma, se respeten la libre competencia económica, 
los derechos de los consumidores y el cumplimiento 
de aspectos concernientes con metrología legal 
y reglamentos técnicos, así como la actividad 
valuadora. 

El Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística publicará en su página web los resultados 
del monitoreo al que se hace referencia en el presente 
artículo, y remitirá a la Mesa Técnica Nacional de 
Compras Públicas Locales de Alimentos dichos 
resultados. 

TÍTULO III
VIGENCIA Y DEROGATORIAS

Artículo 15. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República del día 19 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 026 de 2019 Senado, 139 de 2018 
Cámara, por la cual se establecen mecanismos para 
promover la participación de pequeños productores 
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locales agropecuarios y de la agricultura campesina, 
familiar y comunitaria en los mercados de compras 
públicas de alimentos.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado con 
modificaciones en Sesión Plenaria No Presencial del 
Senado de la República del día 19 de junio de 2020, 
de conformidad con el texto propuesto para segundo 
debate.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 18 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 27 DE 2019 SENADO, 284 
DE 2018 CÁMARA

por medio del cual se modifica y adiciona la Ley 1503 
de 2011 y se dictan otras disposiciones en seguridad 

vial y tránsito.

El Congreso de la República
DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales para la consolidación 

y difusión de los Planes Estratégicos de 
Seguridad Vial

Artículo 1°. Verificación de los Planes 
Estratégicos de Seguridad Vial. La verificación 
de la implementación del Plan Estratégico de 
Seguridad Vial corresponderá a la Superintendencia 
de Transporte, los Organismos de Tránsito o el 
Ministerio de Trabajo, quienes podrán, cada una 
en el marco de sus competencias, supervisar la 
implementación de los Planes Estratégicos de 
Seguridad Vial (PESV). Las condiciones para 
efectuar la verificación serán establecidas en la 
Metodología que expida el Ministerio de Transporte 
en cumplimiento de lo establecido en el artículo 110 
del Decreto – Ley 2106 de 2019 o la norma que la 
modifique, sustituya o derogue.

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 12A a la Ley 
1503 de 2011, el cual quedará así: 

Artículo 12A. Programa Pedagógico en Planes 
Estratégicos de Seguridad Vial. El Ministerio de 
Transporte en coordinación con la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial, el Ministerio de Educación y 
el Ministerio de Trabajo, en un plazo máximo de 
doce (12) meses contados a partir de la sanción 
de la presente ley, diseñarán e implementarán un 
programa pedagógico mediante el cual se imparta 
capacitación en el diseño, implementación de los 

Planes Estratégicos de Seguridad Vial, articulados 
con el Sistema de Gestión en Seguridad y Salud en 
el Trabajo (SGSST). 

Parágrafo. El programa definirá los contenidos 
de acuerdo con la metodología de diseño e 
implementación de PESV, destinatarios, frecuencia, 
herramientas metodológicas y demás condiciones 
necesarias para su implementación. 

Artículo 3°. Mecanismo informático. La Agencia 
Nacional de Seguridad Vial adelantará las acciones 
tendientes a diseñar e implementar una herramienta 
informática mediante la cual la Superintendencia de 
Transporte, los organismos de tránsito de carácter 
departamental, municipal o distrital y el Ministerio 
de Trabajo, le reporten a la ANSV, información 
producto de la verificación que cada una efectúe 
en el marco de sus competencias, de acuerdo con 
las condiciones establecidas en la metodología de 
diseño, implementación y verificación de los Planes 
Estratégicos de Seguridad Vial. 

Parágrafo 1°. El reporte de la información 
por parte de las autoridades mencionadas, tendrá 
como propósito servir de insumo en el diseño de 
la política pública de seguridad vial. Parágrafo 2°. 
La Agencia Nacional de Seguridad Vial, diseñará 
e implementará la herramienta informática en un 
plazo de doce (12) meses, contados a partir de la 
expedición de la metodología de diseño, verificación 
e implementación de los Planes Estratégicos 
de Seguridad Vial por parte del Ministerio de 
Transporte. En todo caso, deberá mantenerse la 
articulación con el Sistema de Gestión en Seguridad 
y Salud en el Trabajo SGSST.

Artículo 4°. Campañas informativas de los 
Planes Estratégicos de Seguridad Vial. La Agencia 
Nacional de Seguridad Vial realizará campañas 
de difusión e información a los sujetos obligados 
a diseñar e implementar los Planes estratégicos 
de Seguridad Vial según la normatividad vigente. 
Estas acciones se desplegarán en los medios de 
comunicación tradicionales, las redes sociales o 
nuevas tecnologías de la comunicación. 

Artículo 5°. Reconocimiento en Seguridad Vial. 
Con el propósito de incentivar y estimular a las 
entidades, organizaciones o empresas del sector 
público o privado señaladas en el artículo 110 
del Decreto Ley 2106 de 2019 como obligadas a 
diseñar e implementar los Planes Estratégicos de 
Seguridad Vial, la Agencia Nacional de Seguridad 
Vial definirá en un plazo de doce (12 ) meses a partir 
de la promulgación de la presente ley, el estímulo o 
distinción en Seguridad Vial por la implementación 
de los Planes Estratégicos de Seguridad Vial, así 
como la forma y condiciones de otorgamiento.

Los participantes podrán publicar en sus avisos, 
imágenes corporativas o cualquier publicidad, el 
reconocimiento otorgado por la Agencia Nacional 
de Seguridad Vial. 

Las entidades públicas del nivel nacional y 
territorial deberán incorporar en sus programas, 
estímulos y reconocimientos para los funcionarios 
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públicos que en sus respectivas entidades, sean 
los encargados de diseñar y ejecutar los planes 
estratégicos de seguridad vial, cuando estos alcancen 
las metas o indicadores propuestos. 

Artículo 6°. Omisión. En cumplimiento de las 
disposiciones legales, las entidades, organizaciones 
y empresas públicas o privadas que no diseñen e 
implementen debidamente el Plan Estratégico de 
Seguridad Vial, serán sancionadas conforme lo 
disponen las normas pertinentes del capítulo noveno 
de la Ley 336 de 1996. En los eventos en que se ponga 
en riesgo o se produzca daño a los consumidores de 
bienes y servicios, será de aplicación el Estatuto del 
Consumidor, por parte de la autoridad competente. 

Las entidades, organizaciones o empresas cuya 
misionalidad no se encuentra relacionada con el 
transporte y que omitan el diseño e implementación 
del Plan Estratégico de Seguridad Vial, incurrirán en 
las sanciones dispuestas en el artículo 13 de la Ley 
1562 de 2012, las normas que a su vez la adicionen, 
modifiquen o sustituyan. 

Artículo 7°. Disposiciones especiales en materia 
de contratación pública a los sujetos obligados. Las 
entidades estatales que suscriban contratos con los 
obligados a tener Planes Estratégicos de Seguridad 
Vial según la normatividad vigente, deberán incluir 
como obligación del contratista acreditar que cuenta 
con un Plan Estratégico de Seguridad Vial en los 
términos allí seleccionados. 

El cumplimiento del presente mandato legal y 
demás normas que propendan por la Seguridad Vial 
será verificado por parte del supervisor o interventor 
durante la ejecución del contrato. 

CAPÍTULO II
Sanciones

Artículo 8º. Sanciones. Las sanciones aplicables 
a los organismos de tránsito y a los organismos de 
apoyo al tránsito serán las siguientes: 

a)  Amonestación escrita. 
b)  Multa. 
c)  Intervención operativa. 
Artículo 9º. Amonestación. La amonestación 

escrita consiste en el requerimiento que se hace al 
respectivo organismo de tránsito y al organismo de 
apoyo al tránsito, con el fin de darle a conocer el 
incumplimiento a las normas de tránsito y transporte 
en que ha incurrido, con el objeto de que se abstenga, 
corrija y evite la reincidencia en tal incumplimiento.

Artículo 10. Multa. La multa consiste en la 
imposición de una pena pecuniaria a un organismo 
de tránsito y a un organismo de apoyo al tránsito 
que ha incurrido en alguna de las conductas a que se 
refiere el artículo 12 de esta ley. 

Artículo 11. Causales de amonestación. Será 
sancionado con amonestación escrita el organismo 
de tránsito y el organismo de apoyo al tránsito que 
incurra en cualquiera de las siguientes conductas: 

a)  Ejercer funciones dentro del ámbito de 
jurisdicción de otro organismo de tránsito. 

b)  Omitir, retardar o denegar en forma 
injustificada a los usuarios, la prestación de los 
servicios a los cuales por ley están obligados. 

c)  Dar trámite a solicitudes presentadas por 
personas que gestionen cualquier asunto en su 
despacho, sin tener facultad legal para ello. 

Artículo 12. Causales de multa. Será sancionado 
con multa equivalente a ciento cincuenta (150) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, el 
organismo de tránsito que incurra en cualquiera de 
las siguientes conductas: 

a)  No atender dentro de los plazos que se 
concedan, las recomendaciones impartidas por la 
Superintendencia de Transporte y el Ministerio de 
Transporte con motivo de una visita de inspección o 
de asesoría. 

b)  No suministrar a la Superintendencia 
de Transporte o al Ministerio de Transporte la 
información a la que están obligados, para efectos 
de mantener actualizados los registros e inventarios. 

c)  Alterar las tarifas legalmente establecidas 
por las autoridades competentes, para la prestación 
de servicios y liquidación de gravámenes. 

d)  Exigir requisitos diferentes a los establecidos 
legalmente para los trámites que se adelanten ante 
dichos organismos. 

e)  Cometer acto arbitrario con ocasión de sus 
funciones, o excederse en el ejercicio de ellas. 

f)  Reincidir en cualquiera de las fallas 
contempladas en el artículo anterior dentro de los 
doce (12) meses siguientes a la fecha de ejecutoria 
de la providencia que imponga la sanción de 
amonestación.

Artículo 13. Inicio de investigación 
administrativa. Cuando la Superintendencia de 
Transporte, de oficio o a petición de parte, tenga 
conocimiento que un organismo de tránsito o un 
organismo de apoyo al tránsito presuntamente ha 
incurrido en cualquiera de las faltas contempladas 
en los artículos 11 y 12 de la presente ley, abrirá 
investigación mediante resolución motivada que 
deberá contener como mínimo: 

a)  Relación de las pruebas aportadas o allegadas 
que demuestren la existencia de los hechos. 

b)  Cita de las disposiciones presuntamente 
infringidas con los hechos investigados. 

c)  Plazo dentro del cual el representante 
legal del respectivo organismo debe presentar por 
escrito sus aclaraciones y justificaciones, así como 
la solicitud de pruebas. Dicho término será de diez 
(10) días hábiles, contados a partir del día siguiente 
a la fecha de notificación de la resolución. 

Artículo 14. Notificación de la apertura de 
investigación. La notificación de la resolución a que 
se refiere el artículo anterior se hará de acuerdo con 
las normas establecidas en la Ley 1437 de 2011 o las 
normas que lo modifiquen o sustituyan. 

Artículo 15. Término para decidir la investigación 
administrativa. La Superintendencia de Transporte 
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contará con treinta (30) días hábiles para decidir, 
contados a partir del vencimiento del término 
señalado en el literal c) del artículo 13 de esta ley. 
Dicho término podrá ampliarse hasta por treinta (30) 
días, cuando haya lugar a práctica de pruebas. La 
decisión se adoptará por resolución motivada en la 
cual se impondrá la sanción correspondiente o se 
ordenará el archivo de las diligencias según el caso. 

Artículo 16. Recursos. Contra los actos 
administrativos que impongan las sanciones 
establecidas en el presente título, proceden los 
recursos de ley, los que se tramitarán de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011 o la norma 
que lo modifique o sustituya. 

Parágrafo. Los recursos contra una resolución que 
imponga sanción de multa solo serán concedidos, 
previo depósito de su valor o garantizando en forma 
idónea el cumplimiento de la obligación.

Los dineros que recaude la Superintendencia 
de Transporte por concepto de las multas de que 
trata el presente título entrarán a formar parte de 
su presupuesto y se destinarán exclusivamente 
al fomento y desarrollo de planes y programas de 
seguridad vial.

Artículo 17. Copias. De estas sanciones se 
remitirá copia al Gobernador, Alcalde Distrital o 
Municipal, Asambleas Departamentales y Concejos 
Municipales del organismo de tránsito sancionado. 

Artículo 18. Acción de repetición. El organismo 
de tránsito y el organismo de apoyo al tránsito 
repetirá contra el funcionario o exfuncionario a fin 
de que responda civil y administrativamente por los 
perjuicios que cause a este, por hechos u omisiones 
ocurridos en el ejercicio de su cargo y que ocasionen 
la imposición de cualquiera de las sanciones a que se 
refiere el presente título. 

Artículo 19. Caducidad. La facultad que tiene 
la Superintendencia de Transporte para imponer las 
sanciones a que se refiere el presente título caduca 
a los tres (3) años de producido el último acto 
constitutivo de la falta. 

Artículo 20. Deber de informar. Cuando la 
Superintendencia de Transporte tenga conocimiento 
de expedición de actos administrativos contrarios 
a las normas y procedimientos contenidos en la 
legislación nacional vigente en materia de tránsito y 
transporte, además de dar el informe a la Procuraduría 
General de la Nación, deberá ejercer las acciones 
contenciosas administrativas y/o penales a que haya 
lugar. 

Artículo 21. Modifíquese el segundo inciso del 
artículo 111 del Decreto Ley 2106 de 2019 que 
modificó el artículo 53 de la Ley 769 de 2002, el 
cual quedará así: 

Los resultados de la revisión técnico-mecánica 
y de emisiones contaminantes, serán consignados 
en un documento uniforme cuyas características 
determinará el Ministerio de Transporte. La 
aceptación de las condiciones de la revisión 
técnico-mecánica y de emisiones contaminantes del 

vehículo, se dará mediante el Certificado de Revisión 
técnico-mecánica y de emisiones contaminantes, el 
cual será entregado al solicitante de manera virtual 
y con código seguro de verificación, así como con 
opción de consulta en los Centros de Diagnóstico 
Automotor y los agentes de tránsito, a través del 
Registro Único Nacional de Tránsito (RUNT). Para 
la revisión del vehículo automotor, se requerirá 
contar con la licencia de tránsito vigente.

Artículo 22. Inspección, vigilancia y control. 
La Superintendencia de Transporte realizará, 
directamente o a través del Sistema de Control y 
Vigilancia, visitas periódicas a los organismos de 
apoyo a las autoridades de tránsito, con el fin de 
verificar el cumplimiento de los mandatos legales y 
reglamentarios. 

Parágrafo. La Superintendencia de Transporte 
adjudicará bajo las disposiciones de régimen 
de contratación Estatal vigente, la instalación, 
implementación, operación y mantenimiento de los 
sistemas, cuyo servicio será facturado como pago a 
terceros, de acuerdo con las tarifas que se determinen 
para estos efectos. 

Artículo 23. Adiciónase un parágrafo al artículo 
136 de la Ley 769 de 2002. 

Parágrafo. Los cursos a los infractores de las 
normas de tránsito podrán ser también virtuales, 
para lo cual quien lo dicta deberá garantizar la 
autenticación biométrica del ciudadano en la forma 
en que determine el Ministerio de Transporte, a 
través del sistema del Registro Único Nacional de 
Tránsito (RUNT) y por el Sistema de Control y 
Vigilancia de la Superintendencia de Transporte, 
que permita la identificación del infractor de forma 
segura, así como el registro y su permanencia en el 
curso, en los términos señalados por el Ministerio 
de Transporte. 

Los cursos realizados por los organismos de 
tránsito, los centros integrales de atención y los 
centros de enseñanza automovilística registrados 
ante en sistema del Registro Único Nacional de 
Tránsito (RUNT) para dicha labor, no podrán ser 
en número/día más de la capacidad física instalada, 
certificada por medio del registro, gestión de calidad 
o acreditación, en las condiciones señaladas por el 
Ministerio de Transporte. 

En todo caso, para la prestación del curso virtual 
y/o presencial, los centros integrales de atención y 
los centros de enseñanza automovilística, deberán 
cumplir los mismos requisitos técnicos de operación 
y funcionamiento previstos en la ley, según 
reglamentación del Ministerio de Transporte. 

A los organismos de tránsito no se les exigirá 
convenio para prestar los cursos.

Artículo 24. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su sanción y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
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en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República del día 18 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 27 de 2019 Senado, 284 de 2018 
Cámara, por medio del cual se modifica y adiciona 
la Ley 1503 de 2011 y se dictan otras disposiciones 
en seguridad vial y tránsito.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado con 
modificaciones en sesión Plenaria No Presencial del 
Senado de la República del día 18 de junio de 2020, 
de conformidad con el articulado para segundo 
debate.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 19 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 50 DE 2019 SENADO, 179 
DE 2018 CÁMARA

por la cual se crea el Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística de la Lengua de Señas Colombiana (LSC) 
con el objetivo de concertar la política pública para 

sordos del país.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley busca crear 
el Consejo Nacional de Planeación Lingüística de la 
LSC que tendrá como función integrar y reconocer 
a la comunidad sorda nacional los derechos 
lingüísticos que le corresponden. Lo anterior, 
garantizando igualdad de condiciones para todas las 
comunidades sordas colombianas con el propósito 
de facilitar la interacción de la población sorda entre 
sí, con oyentes e intérpretes en todo el territorio 
nacional. 

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de la 
presente ley, se entiende: 

a)  “Lengua”. Es un sistema lingüístico de 
códigos estructurados para satisfacer necesidades 
comunicativas. 

b) “Lenguaje”. Facultad que poseen los seres 
humanos para comunicarse. 

c)  “Lengua de Señas”. Es la lengua natural 
de la población sorda, la cual forma parte de su 
patrimonio cultural y es tan rica y compleja en 
gramática y vocabulario como cualquier lengua 
oral. La lengua de señas se caracteriza por ser visual, 
gestual y espacial. Como cualquier otra lengua tiene 
su propio vocabulario, expresiones idiomáticas 
y gramáticas diferentes a las del español. Los 
elementos de esta lengua -las señas individuales- son 
la configuración, la posición y la orientación de las 
manos en relación con el cuerpo y con el individuo, 
la lengua también utiliza el espacio, dirección y 

velocidad de movimientos, así como la expresión 
facial para ayudar a transmitir el significado del 
mensaje. Esta es una lengua visogestual. Como 
cualquier otra lengua, puede ser utilizada por 
oyentes como una lengua adicional. 

d)  “Sordo”. Es toda aquella persona que no 
posee la audición suficiente y que en algunos casos 
no puede sostener una comunicación y socialización 
fluida en lengua oral alguna, independientemente de 
cualquier evaluación audiométrica que se le pueda 
practicar. 

e)  “Planeación Lingüística”. Entendida como 
el conjunto de acciones deliberadas de individuos, 
entidades de la sociedad civil, instituciones estatales 
y academia tendientes a mantener o elevar el 
estatus de una lengua, las formas o las maneras de 
adquisición y adopción; es también enseñanza y 
divulgación de la lengua; procesos de investigación 
de la lengua y sus variedades promoviendo la 
modernización y estandarización. Así como, 
promover transformaciones de actitud hacia la 
lengua, la persona sorda, su comunidad y cultura. 

Artículo 3°. Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística de la Lengua de Señas Colombiana. 
Créese el Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística de la LSC, que tendrá como objetivo 
el diseño de una política pública que asesore la 
definición, adopción y estructuración de una lengua 
de señas estandarizada y moderna, y su divulgación, 
a partir de la cooperación entre la academia, el 
sector público, privado y la sociedad civil del país. 
El Consejo estará compuesto por: 

a)  Un representante del Ministerio de Cultura. 
b)  Un representante del Ministerio de 

Educación. 
c)  Un representante del Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 
d)  El Director del Instituto Nacional para 

Sordos (Insor) o un representante. 
e)  El Director del Instituto Caro & Cuervo o un 

delegado. 
f)  El Director de la Federación Nacional de 

Intérpretes de Colombia o un representante.
g)  Dos (2) representantes de las organizaciones 

de personas con discapacidad auditiva, que se 
comunique y sea usuario del lenguaje de señas 
colombiano. 

h)  Dos (2) representantes de estudiantes sordos 
de instituciones de educación superior que estén 
activos y que se comuniquen por medio de la LSC. 

i)  Dos (2) representantes de instituciones de 
educación superior donde se investigue sobre la 
LSC actualmente. 

j)  Un (1) representante de las instituciones de 
educación superior colombianas donde se enseñe 
LSC como complemento al proceso de formación, 
mínimo en el nivel de técnica o tecnología. 
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k)  Un (1) representante de los egresados 
sordos de instituciones de educación superior, que 
se comunique y sea usuario del lenguaje de señas. 

l)  Un representante del Ministerio de Trabajo. 
m)  Un (1) representante de los grupos étnicos 

que manejen lenguaje de señas, de acuerdo a su 
diversidad lingüística y cultural.

Parágrafo 1°. El Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística podrá invitar a las instituciones o personas 
que considere pertinentes para el cumplimiento de 
sus funciones. Los invitados participarán con voz, 
pero sin voto. 

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Educación Nacional y el Instituto 
Nacional para Sordos (Insor), establecerá los 
requisitos y procedimientos para la selección de los 
consejeros de las organizaciones de personas sordas, 
estudiantes sordos, egresados sordos e instituciones 
de educación superior. 

Al menos la mitad más uno de los consejeros 
del Consejo Nacional de Planeación Lingüística de 
la LSC debe tener la condición de sordo o poseer 
discapacidad auditiva. 

Al menos la mitad más uno de los consejeros del 
Consejo Nacional de Planeación Lingüística de la 
LSC debe ser de una región diferente a la de Bogotá, 
D. C. 

Parágrafo 3°. El Instituto Nacional de Sordos 
(Insor) ejercerá funciones de secretaría y 
coordinación del Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística de la LSC. 

Artículo 4°. Funciones del Consejo Nacional 
de Planeación Lingüística de la Lengua de Señas 
Colombiana. El Consejo tendrá las siguientes 
funciones: 

a)  Establecer el reglamento interno de 
funcionamiento del Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística de la LSC. 

b)  Formular y concertar una política de 
protección, fortalecimiento y promoción de la LSC. 

c)  Gestionar a nivel nacional recursos 
científicos, técnicos o financieros para promover 
programas y proyectos en favor de la LSC. 

d)  Recopilar, documentar y divulgar los 
neologismos y las variaciones que naturalmente se 
producen en la dinámica de utilización de la LSC. 

e)  Crear, recolectar y divulgar el vocabulario 
cotidiano y los términos especializados que 
contribuyan a eliminar las barreras comunicativas 
presentadas por el desconocimiento de variaciones 
lingüísticas geográficas, sociales, situacionales 
y diacrónicas en el uso de LSC para diferentes 
funciones y contextos. 

f)  Armonizar los lineamientos básicos de LSC 
para el proceso de construcción y desarrollo de la 
misma. 

g)  Proponer, analizar y concertar políticas 
que promuevan la inserción laboral de las personas 
sordas en el país. 

Artículo 5°. Reuniones del Consejo Nacional 
de Planeación Lingüística de la Lengua de Señas. 
El Consejo Nacional de Planeación Lingüística 
de la Lengua de Señas sesionará las veces que el 
Ministerio de Cultura considere necesario para 
lograr consensos con la comunidad sorda del país. 
Esto, con el objetivo de armonizar y modernizar la 
lengua de señas a nivel nacional. 

Parágrafo 1°. El Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística de la Lengua de Señas, en un término de 
tres (3) años, a partir de su conformación, establecerá 
una lengua de señas sistematizada producto de 
debates y votaciones. 

Parágrafo 2°. Si cumplidos tres (3) años, a 
partir de su conformación, el Consejo Nacional de 
Planeación Lingüística de la Lengua de Señas no ha 
establecido una lengua armonizada y sistematizada, 
el Ministerio de Educación a través del Instituto 
Nacional para Sordos (Insor) tendrá un (1) año para 
establecerla. 

Parágrafo 3°. El Consejo Nacional de Planeación 
Lingüística de la Lengua de Señas, una vez aprobada 
la lengua armonizada y sistematizada, se reunirá 
por lo menos una (1) vez al año para actualizar y/o 
dirimir problemas que se presenten con el uso y 
desarrollo propio de la LSC. 

Artículo 6°. Enseñanza y aprendizaje. El 
Gobierno nacional mediante el Ministerio de 
Educación Nacional en conjunto con el Insor, 
promoverá la enseñanza y aprendizaje de la lengua 
de señas en la población sorda de todo el país. 

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional a través 
del Ministerio de Educación, creará un programa 
de capacitación y aprendizaje de lengua de 
señas colombiano para maestros de instituciones 
educativas, con el fin de que se pueda brindar 
atención educativa a los niños, niñas y adolescentes 
con discapacidad auditiva. 

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional mediante 
el Ministerio de Educación, establecerá los 
mecanismos y procedimientos administrativos para 
formalizar la enseñanza y aprendizaje de la lengua 
de señas colombiana en instituciones de educación 
superior, de forma que estas puedan acreditar 
mediante certificado o diploma el conocimiento de 
la lengua de señas colombiana como una segunda 
lengua. Las personas sordas, como usuarios de la 
lengua de señas colombiana deberán estar exentas 
de certificar el conocimiento de su propia lengua. 

Artículo 7°. Accesebilidad. El Gobierno nacional 
diseñará una estrategia para promover el acceso a 
la información y la atención en LSC, en todas las 
entidades públicas del país. 

Artículo 8°. Recursos. El Gobierno nacional 
destinará los recursos necesarios para que el 
Consejo Nacional de Planeación Lingüística de la 
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LSC pueda sesionar con los miembros mencionados 
en el artículo 3° de la presente ley. 

Artículo 9°. Día Nacional de la Lengua de Señas 
Colombiana. Declárase el 23 de septiembre de cada 
año como el Día Nacional de la Lengua de Señas 
Colombiana. Anualmente en esta fecha se realzará 
y promoverá el valor de la pluralidad lingüística y 
la diversidad cultural de los usuarios de la lengua 
de señas colombiana, coincidiendo con el Día 
Internacional de las Lenguas de Señas promulgada 
por la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU), según la Resolución A/C.3/72/L.36, en su 
septuagésimo segundo período de sesiones. 

Artículo 10. Cátedra. En todos los 
establecimientos de educación superior que ofrezcan 
programas de formación en lenguas, lingüística, 
licenciaturas o afines, las instituciones educativas 
deberán ofrecer al menos una electiva sobre la LSC. 

Artículo 11. Vigencia. Esta ley rige a partir de su 
publicación y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República del día 19 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 50 de 2019 Senado, 179 de 2018 
Cámara, por la cual se crea el Consejo Nacional 
de Planeación Lingüística de la Lengua de Señas 
Colombiana (LSC) con el objetivo de concertar la 
política pública para sordos del país.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado en sesión 
Plenaria No Presencial del Senado de la República 
del día 19 de junio de 2020, de conformidad con el 
articulado aprobado por la Plenaria de la Cámara 
de Representantes el día 11 de junio de 2019 y 
publicado en la Gaceta del Congreso número 808 
de 2019.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 18 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 131 DE 2019 SENADO, 

232 DE 2018 CÁMARA

por medio del cual se dictan normas para promover 
la inserción laboral y productiva de los jóvenes, y se 

dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto promover la inserción laboral y productiva 
de los jóvenes, y dictar disposiciones que aseguren 
su implementación, en concordancia con el artículo 

45 de la Constitución Política y los convenios 
internacionales firmados por Colombia que dan 
plena garantía a los derechos de los jóvenes. 

Artículo 2º. Equivalencia de experiencias. 
Con el objeto de establecer incentivos educativos 
y laborales para los estudiantes de educación 
superior de pregrado y posgrado, educación técnica, 
tecnológica, universitaria, educación para el trabajo 
y desarrollo humano, formación profesional integral 
del SENA, escuelas normales superiores, así como 
toda la oferta de formación por competencias, a 
partir de la presente ley, las pasantías, prácticas, 
judicaturas, monitorías, contratos laborales, 
contratos de prestación de servicios y la participación 
en grupos de investigación debidamente certificados 
por la autoridad competente, serán acreditables, 
como experiencia profesional válida, siempre y 
cuando su contenido se relacione directamente con 
el programa académico cursado. 

En el caso de los grupos de investigación, la 
autoridad competente para expedir la respectiva 
certificación será el Ministerio de Ciencia, 
Tecnología e Innovación al igual que las entidades 
públicas y privadas parte del Sistema Nacional de 
Ciencia y Tecnología e Innovación (SNCTel), en el 
caso de la investigación aplicada de la formación 
profesional integral del SENA, la certificación será 
emitida por esta institución.

El Departamento Administrativo de la Función 
Pública y el Ministerio del Trabajo reglamentarán, 
cada una en el marco de sus competencias, en un 
término no superior a doce (12) meses contados a 
partir de la expedición de la presente ley, a fin de 
establecer una tabla de equivalencias que permita 
convertir dichas experiencias previas a la obtención 
del título de pregrado en experiencia profesional 
válida. En todo caso, el valor asignado a la experiencia 
previa será menor a aquella experiencia posterior a la 
obtención del respectivo título. En el caso del sector 
de la Función Pública, las equivalencias deberán 
estar articuladas con el Decreto 1083 de 2015, o el 
que haga sus veces. 

Parágrafo 1º. La experiencia previa solo será 
válida una vez se haya culminado el programa 
académico, aunque no se haya obtenido el respectivo 
título, siempre y cuando no se trate de aquellos casos 
establecidos en el artículo 128 de la Ley Estatutaria 
270 de 1996. 

Parágrafo 2º. En los concursos públicos de mérito 
se deberá tener en cuenta la experiencia previa a la 
obtención del título profesional. En la valoración de 
la experiencia profesional requerida para un empleo 
público, se tendrá en cuenta como experiencia 
previa para los fines de la presente ley, la adquirida 
en desarrollo y ejercicio de profesiones de la misma 
área del conocimiento del empleo público.

Parágrafo 3°. En el término de seis (6) meses 
contados a partir de la promulgación de la presente 
ley, el Ministerio de Trabajo reglamentará un 
esquema de expediente digital laboral que facilite 
a los trabajadores en general, pero especialmente a 
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los trabajadores jóvenes en particular, la movilidad 
en los empleos, de tal forma que contenga, entre 
otras, las certificaciones digitales académicas y 
laborales de que trata este artículo. Este expediente 
hará parte de los sistemas de información del Fondo 
de Solidaridad de Fomento al Empleo y Protección 
al Cesante (Fosfec) creado por Ley 1636 de 2013 y 
deberá cumplir las garantías en calidad informática 
contenidas en la Ley 527 de 1999.

Artículo 3º. Incentivos a los jóvenes productores 
agropecuarios, pesqueros y afrodescendientes. 
Como mínimo el 10% de todos los incentivos y 
apoyos directos que se establezcan por parte del 
Ministerio de Agricultura o de la Comisión Nacional 
Agropecuaria, se entregarán a los proyectos 
desarrollados y que vayan a ser ejecutados por 
jóvenes emprendedores productores agropecuarios, 
pesqueros y afrodescendientes entre los postulantes 
a los programas que se formulen o de los proyectos 
que se diseñen. 

Parágrafo. En un plazo no mayor a seis (6) 
meses de entrada en vigencia de la presente ley, 
el Gobierno nacional reglamentará lo estipulado 
en el presente artículo, con el fin de asegurar que 
estos incentivos y apoyos directos sean asignados 
de manera equitativa a todos los departamentos del 
país. La reglamentación deberá observar criterios 
de diferenciación a favor de grupos vulnerables 
como los jóvenes víctimas del conflicto, las jóvenes 
mujeres cabeza de hogar y los jóvenes en condición 
de discapacidad. 

Artículo 4º. Lineamientos para el desarrollo de 
un Observatorio Nacional de Juventud. La Dirección 
del Sistema Nacional de Juventud “Colombia Joven”, 
o quien haga sus veces, de acuerdo con la ley 1622 
de 2013 y sus decretos reglamentarios, articulará 
el Sistema Nacional de Información en Juventud y 
Adolescencia de Colombia (JUACO) con el Sistema 
Estadístico Nacional de que trata el artículo 155 
de la Ley 1955 de 2019, con el principal objetivo 
de unificar y consolidar las diferentes estadísticas 
sobre jóvenes en Colombia, las cuales servirán de 
insumo para la formulación de políticas públicas en 
la materia, además de asegurar la implementación 
de la presente ley. 

El Sistema Nacional de Información en Juventud 
y Adolescencia de Colombia (JUACO) deberá 
seguir los siguientes parámetros: 

1.  Monitorear la asignación de recursos dirigidos 
a la atención de la población joven definida en la 
Ley 1622 de 2013, a nivel nacional, departamental 
y municipal, por programas y subprogramas. Los 
resultados y tendencias de impacto alcanzados serán 
divulgados semestralmente y servirán de base para 
la evaluación de impacto de gestión de resultados de 
todos los actores del sistema. 

2.  Diseñar metodologías de investigación e 
indicadores para realizar seguimiento a las políticas 

públicas de juventud y formular recomendaciones 
sobre la materia. 

3.  Propiciar la investigación académica sobre 
las dinámicas económicas, sociales, políticas y 
culturales de la juventud colombiana. 

4.  Propiciar el diálogo entre el Estado, el sector 
privado, la academia y la sociedad civil acerca de 
las dinámicas económicas, sociales, políticas y 
culturales de la juventud colombiana y las políticas 
públicas sobre la materia. 

5.  Rendir un informe cada año a las Comisiones 
Sexta y Séptima de Senado y Cámara.

6. Diseñar estrategias y lineamientos encaminadas 
a plantear recomendaciones de política pública para 
jóvenes de zonas apartadas del país con énfasis en 
jóvenes campesinos, afrodescendientes y demás 
zonas vulnerables.

Parágrafo. La información que repose en el 
Sistema Nacional de Información en Juventud y 
Adolescencia de Colombia (JUACO) deberá ser de 
carácter oficial, pública y producida a partir de los 
estándares de calidad definidos por el DANE, de 
conformidad con el artículo 155 de la Ley 1955 de 
2019. 

Parágrafo 2°. Durante la Semana Nacional de 
las Juventudes, se deberá realizar una audiencia 
pública en los distintos niveles territoriales ante 
las corporaciones públicas respectivas, en la que 
se informará el debido cumplimiento de esta ley y 
se socializarán los datos del Observatorio Nacional 
de Juventud del que trata el presente artículo. Esta 
audiencia se realizará en presencia del Consejo de 
Juventudes respectivo.

Artículo 5º. Vigencia. Esta Ley rige a partir de su 
sanción y publicación en el Diario Oficial.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República del día 18 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 131 de 2019 Senado, 232 de 2018 
Cámara, por medio del cual se dictan normas para 
promover la inserción laboral y productiva de los 
jóvenes, y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado con 
modificaciones en Sesión Plenaria no Presencial del 
Senado de la República del día 18 de junio de 2020, 
de conformidad con el articulado para segundo 
debate.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 19 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 132 DE 2019 SENADO, 

329 DE 2019 CÁMARA
por medio del cual se establecen criterios de 

priorización en materia de prestación de servicios 
públicos domiciliarios en los planes y programas de 

inversión social de los contratos de exploración y 
explotación de recursos naturales no renovables.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley 
es priorizar las inversiones para la prestación de 
servicios públicos domiciliarios en los programas 
en beneficio de las comunidades de los que trata el 
numeral 7, artículo 3° del Decreto 714 de 2012 y en 
las líneas estratégicas de los planes de gestión social 
contemplados en el artículo 22 de la Ley 1753 de 
2015 de los contratos de exploración y producción 
(E&P) de hidrocarburos en etapa de producción, y 
los contratos de concesión de gran minería en etapa 
de explotación, siempre y cuando dichas inversiones 
tengan pertinencia, viabilidad técnica, económica, 
ambiental, social, sostenibilidad y permitan mejorar 
en el plano nacional y territorial la calidad de vida 
de los habitantes que hacen parte de las zonas de 
influencia de los proyectos. 

Parágrafo. Para los fines de la presente ley se 
entenderá por prestación de servicios públicos 
domiciliarios la construcción de nuevas redes al igual 
que la optimización, repotenciación y mejoramiento 
de redes existentes. 

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las normas 
establecidas en la presente ley se aplicarán a los 
contratos de concesión de gran minería y a los 
contratos de exploración y producción (E&P) de 
hidrocarburos en etapa de producción celebrados y 
perfeccionados a partir del año 2021. 

Parágrafo 1°. Las normas establecidas en la 
presente ley para el sector de minería, sólo se 
aplicarán en la etapa de explotación de los contratos 
de concesión clasificados como de gran minería. 

Parágrafo 2°. Lo dispuesto en esta ley no aplicará 
a los contratos que se celebren en virtud de procesos 
de asignación de áreas por parte de la Agencia 
Nacional de Hidrocarburos, que hayan iniciado 
y que se encuentren en trámite al momento de la 
entrada en vigencia de la presente ley. Tampoco 
aplicará para los contratos que surtan la conversión 
de contratos de Evaluación Técnica (TEA) a 
contratos de Exploración y Producción (E&P) 
de hidrocarburos, y de contratos de asociación a 
convenio de exploración y explotación o a convenio 
de explotación. 

Parágrafo 3°. Con la finalidad de mejorar la calidad 
de vida de los habitantes de las zonas de influencia 
de los contratos mencionados en este artículo y de 
promover la equidad y el aprovechamiento digno 
de los mismos, los criterios de priorización podrán 

ser acogidos por los contratistas o titulares mineros 
que hayan celebrado contratos con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley. 

TÍTULO I
PRIORIZACIÓN EN CONTRATOS DE 

EXPLORACIÓN Y PRODUCCIÓN (E&P) DE 
HIDROCARBUROS

Artículo 3°. Priorización en materia de 
inversiones para la prestación de servicios públicos 
domiciliarios en los Programas en Beneficio de las 
Comunidades (PBC). En desarrollo de lo dispuesto 
en el numeral 7, artículo 3° del Decreto 714 de 2012, 
la Agencia Nacional de Hidrocarburos o quien haga 
sus veces deberá incluir como criterio de priorización 
de los Programas en Beneficio de las Comunidades 
(PBC) dentro de los contratos E&P que celebre, 
la inversión de conformidad con su obligación 
contractual, para la prestación de servicios públicos 
domiciliarios a las comunidades que se encuentren 
en el área de interés del Programa en Beneficio de las 
Comunidades (PBC), definida de conformidad con 
los criterios establecidos por la Agencia Nacional de 
Hidrocarburos para tales efectos. 

Parágrafo 1°. En cumplimiento del principio 
constitucional de la participación ciudadana, en 
aquellos casos en los que las poblaciones ubicadas 
en el área de interés del Programa en Beneficio de las 
Comunidades (PBC), no cuenten con la prestación 
de todos sus servicios públicos domiciliarios, el 
contratista presentará a la comunidad ubicada en 
el área de interés el Programa en Beneficio de las 
Comunidades (PBC) destinado a la inversión para la 
prestación de el o los servicios públicos respectivos, 
para que la comunidad priorice el o los proyectos 
presentados. 

En caso de que la comunidad esté interesada 
en otro tipo de proyectos, podrá elegir que se 
ejecuten éstos en el cumplimiento del Programa en 
Beneficio de las Comunidades (PBC) por parte de 
los contratistas. 

En aquellos casos en los que las poblaciones 
ubicadas en el área de interés del Programa en 
Beneficio de las Comunidades (PBC) cuenten 
con la prestación de todos sus servicios públicos 
domiciliarios, los Programa en Beneficio de las 
Comunidades (PBC) contemplados en el numeral 
7, artículo 3° del Decreto 714 de 2012 podrán ser 
direccionados en inversiones priorizadas según lo 
determinado por los términos y condiciones definidos 
por la Agencia Nacional de Hidrocarburos bajo 
consulta a los municipios y a la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios, para el impulso 
del desarrollo social de las poblaciones, la reducción 
de la pobreza extrema y la rehabilitación, protección 
y conservación del ambiente. 

Parágrafo Segundo. Las inversiones que se 
realicen en los Programas en Beneficio de las 
Comunidades (PBC) en materia de prestación de 
servicios públicos domiciliarios deberán contemplar 
los costos y cargos de conexión para la entrada en 
operación del servicio, en el marco del monto a 
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invertir según sus obligaciones contractuales y de 
acuerdo a la reglamentación del Gobierno nacional. 

Parágrafo 3°. Inclusión de energías renovables 
alternativas para la transición energética. Las 
inversiones para la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios de energía eléctrica, energía 
para la cocción de alimentos y energía para la 
distribución, purificación y tratamiento de aguas 
incluirán la implementación de energías renovables 
alternativas.

Artículo 4°. La inversión en los Programas en 
Beneficio de las Comunidades (PBC) a los que se 
refiere el numeral 7, artículo 3° del Decreto 714 de 
2012 se deberá ejecutar de acuerdo con los siguientes 
parámetros: 

-  En etapa de exploración y producción, el 
valor de la inversión en ningún caso deberá ser 
inferior al 1% del valor total de la inversión contenida 
en cada fase del Programa Exploratorio Mínimo, 
Adicional o Posterior, o Programa de Retención y 
en cada uno de los programas anuales de operación, 
respectivamente. 

Parágrafo. Por cada fase de la etapa de 
exploración, se deberán cumplir con las inversiones 
en Programas en Beneficio de las Comunidades 
(PBC) de conformidad con lo estipulado en cada 
uno de los contratos de Exploración y Producción 
(E&P). En la etapa de producción, las inversiones en 
Programas en Beneficio de las Comunidades (PBC) 
se deberán cumplir de conformidad con lo dispuesto 
en la presente ley y se harán anualmente conforme a 
los programas anuales de operación. 

TÍTULO II
PRIORIZACIÓN EN CONTRATOS DE 
CONCESIÓN DE GRAN MINERÍA

Artículo 5°. Priorización para la inversión en 
la prestación de servicios públicos domiciliarios 
dentro de las líneas estratégicas de los planes de 
gestión social (PGS) en los contratos de concesión 
de gran minería. En desarrollo de lo dispuesto en 
el artículo 22 de la Ley 1753 de 2015, la Agencia 
Nacional de Minería o quien haga sus veces deberá 
incluir como criterio de priorización dentro de las 
líneas estratégicas definidas en los términos de 
referencia de los Planes de Gestión Social (PGS) 
de los contratos de concesión de gran minería, la 
inversión en la prestación de servicios públicos 
domiciliarios a las comunidades que se encuentren 
en la zona de influencia del proyecto minero. 

Parágrafo 1°. En cumplimiento del principio 
constitucional de la participación ciudadana, en 
aquellos casos en los que las poblaciones ubicadas en 
la zona de influencia no cuenten con la prestación de 
todos sus servicios públicos domiciliarios, el titular 
minero presentará las líneas de acción que tendrá el 
Plan de Gestión Social priorizando la inversión para 
la prestación de los servicios públicos domiciliarios, 
para que la comunidad priorice el o los proyectos 
presentados. En caso de que la comunidad esté 
interesada en otro tipo de proyectos, podrá elegir de 

los proyectos priorizados en las líneas de acción de 
los Planes de Gestión Social. 

En aquellos casos en los que las poblaciones 
ubicadas en la zona de influencia cuenten con 
la prestación de todos sus servicios públicos 
domiciliarios, los Planes de Gestión Social serán 
direccionados conforme a los términos de referencia 
establecidos por la Autoridad Minera para tal fin. 

Parágrafo 2°. Las inversiones que se realicen 
en los Planes de Gestión Social para la inversión 
en prestación de servicios públicos domiciliarios, 
deberán contemplar los costos y cargos de conexión 
para la entrada en operación del servicio, en el 
marco del monto a invertir según sus obligaciones 
contractuales y de acuerdo a la reglamentación del 
Gobierno Nacional. 

Parágrafo 3°. Inclusión de energías renovables 
alternativas para la transición energética. Las 
inversiones para la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios de energía eléctrica, energía 
para la cocción de alimentos y energía para la 
distribución, purificación y tratamiento de aguas 
incluirán la implementación de energías renovables 
alternativas.

Artículo 6°. La inversión en los Planes de 
Gestión Social contemplados en el artículo 22 de la 
Ley 1753 de 2015 se deberá ejecutar por una única 
vez en etapa de explotación de acuerdo al siguiente 
parámetro:

-  El valor de la inversión en ningún caso 
deberá ser inferior al 1% de la utilidad neta obtenida 
en el año inmediatamente anterior asociada al título 
minero. 

TÍTULO III
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 7°. Dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, 
el Gobierno nacional reglamentará técnicamente 
los criterios para la viabilidad de los proyectos de 
prestación de los servicios públicos a los que hace 
referencia la presente ley. 

Artículo 8°. El incumplimiento de los criterios 
establecidos en la presente ley en materia de 
elaboración y ejecución de los programas en 
beneficio de las comunidades estipulados en el 
numeral 7, artículo 3° del Decreto 714 de 2012 y 
de los planes de gestión social contemplados en el 
artículo 22 de la Ley 1753 de 2015 dará lugar a las 
sanciones y multas consagradas en la Ley 685 del 
2001 (Código de Minas), y la Resolución número 
91544 del 24 de diciembre del 2014, expedida por el 
Ministerio de Minas y Energía, o las normas que la 
modifiquen o sustituyan, así como en los respectivos 
contratos de concesión para el caso del sector de 
minería, y los contratos de E&P para el caso del 
sector de hidrocarburos. 

Artículo 9°. La Agencia Nacional de 
Hidrocarburos y la Agencia Nacional de Minería o 
quien haga sus veces, deberán incorporar dentro de 
las guías y/o términos de referencias para Programas 
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en Beneficio de las Comunidades y Planes de 
Gestión Social, según corresponda, los criterios de 
priorización estipulados en la presente ley. 

Artículo 10. El Gobierno nacional reglamentará 
la forma en que los titulares mineros o los contratistas 
de contratos E&P, cumplirán con la obligación 
de inversión en servicios públicos domiciliarios, 
conforme a lo dispuesto en la presente ley, lo cual 
podrá hacerse a través de, entre otras, cofinanciación 
a proyectos de las entidades territoriales o de las 
empresas de servicios públicos que operen en la 
zona de influencia de los proyectos. La inclusión 
de lo dispuesto en esta ley en los Programas en 
Beneficio de las Comunidades (PBC) y Planes de 
Gestión Social (PGS), se hará de acuerdo al ámbito 
de aplicación de esta ley, una vez se expida la 
respectiva reglamentación por parte del Gobierno 
nacional.

Artículo 11. La Agencia Nacional de 
Hidrocarburos y la Agencia Nacional de Minería, 
deberán publicar la información relacionada con 
estas inversiones, conforme lo establece la ley 
1712 de 2014 y en el artículo 28 de la ley 1753 de 
2015, en concordancia con la Extractive Industries 
Transparency Initiative (EITI).

Artículo 12. La presente ley entrará en vigencia a 
partir de su sanción y publicación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria no Presencial del Senado de la 
República del día 19 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 132 de 2019 Senado, 329 de 2019 
Cámara, por medio del cual se establecen criterios 
de priorización en materia de prestación de servicios 
públicos domiciliarios en los planes y programas de 
inversión social de los contratos de exploración y 
explotación de recursos naturales no renovables.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado con 
modificaciones en Sesión Plenaria no Presencial del 
Senado de la República del día 19 de junio de 2020, 
de conformidad con el articulado para segundo 
debate.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 18 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 135 DE 2019 SENADO, 

396 DE 2018 CÁMARA

por medio del cual se interpreta el artículo 388 de 
la Ley 5a de 1992, modificada por el artículo 1° de 

la Ley 186 de 1995 y el artículo 7° de la Ley 868 de 
2003.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Interprétese la expresión “Cada 
Congresista contará, para el logro de una eficiente 
labor legislativa, con una Unidad de Trabajo a su 
servicio” contenida en el inciso 1° del artículo 388 
de la Ley 5a de 1992, en el siguiente sentido:

Para el logro de una eficiente labor legislativa, 
social, política y de control de los Congresistas, los 
funcionarios que estén vinculados a la Unidad de 
Trabajo Legislativo, podrán realizar sus funciones 
en la sede del Congreso de la República, o en 
cualquier lugar dentro del territorio nacional donde 
el congresista lo requiera, incluso a través de las 
figuras de teletrabajo o virtualidad.

La labor de los funcionarios vinculados a la 
Unidad de Trabajo Legislativo podrá incorporar 
actividades de apoyo político y su actividad se 
sujetará a mecanismos de información, control 
y seguimiento dispuestos por la Dirección 
Administrativa correspondiente.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria no Presencial del Senado de la 
República del día 18 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 135 de 2019 Senado, 396 de 2018 
Cámara, por medio del cual se interpreta el artículo 
388 de la Ley 5a de 1992, modificada por el artículo 
1° de la Ley 186 de 1995 y el artículo 7° de la Ley 
868 de 2003.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado con 
modificaciones en Sesión Plenaria no Presencial del 
Senado de la República del día 18 de junio de 2020, 
de conformidad con el articulado para segundo 
debate.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 20 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 145 DE 2019 SENADO

por medio del cual se incluye al municipio de 
Puerto Colombia, Atlántico en la jurisdicción de la 

Corporación Autónoma Regional del río Grande de la 
Magdalena (Cormagdalena).

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El presente proyecto de ley 
tiene por objeto incluir a Puerto Colombia, Atlántico 
como municipio no ribereño en la jurisdicción de 
Cormagdalena, a fin de que este ente corporativo 
asuma los costos derivados de la contaminación 
del río Magdalena que afectan las playas de dicho 
municipio. Así mismo, se busca compensar los 
daños y gastos ocasionados por la contaminación 
derivada de esa importante arteria fluvial. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 3º de la Ley 
161 de 1994, el cual quedará así: 

“Artículo 3º. Jurisdicción. La Corporación 
Autónoma Regional del río Grande de la Magdalena 
(Cormagdalena) tendrá jurisdicción en el territorio 
de los municipios ribereños del río Magdalena, 
desde su nacimiento en el Macizo colombiano, en la 
colindancia de los departamentos de Huila y Cauca, 
jurisdicción de los municipios de San Agustín y San 
Sebastián respectivamente, hasta su desembocadura 
en Barranquilla y Cartagena. Así mismo, su 
jurisdicción incluirá los municipios ribereños 
del Canal del Dique y comprenderá además los 
municipios de Victoria, en el departamento de Caldas, 
Majagual, Guaranda y Sucre en el departamento de 
Sucre, Achí en el departamento de Bolívar, y Puerto 
Colombia, en el departamento del Atlántico”. 

Parágrafo. Puerto Colombia al ser incluido en 
la jurisdicción de Cormagdalena tendrá todas las 
obligaciones y beneficios que de la ley se deriven. 

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República del día 20 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 145 de 2019 Senado, por medio del 
cual se incluye al municipio de Puerto Colombia, 
Atlántico en la Jurisdicción de la Corporación 
Autónoma Regional del río Grande de la Magdalena 
(Cormagdalena).

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado sin 
modificaciones en Sesión Plenaria no Presencial del 
Senado de la República del día 20 de junio de 2020, 

de conformidad con el texto propuesto para segundo 
debate.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO 
EN SESIONES PLENARIAS NO 

PRESENCIALES DE LOS DÍAS 11, 16 Y 
17 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 181 DE 2019 SENADO, 133 

DE 2018 CÁMARA
por medio de la cual se establece amnistía a los 
deudores de multas de tránsito, se posibilita la 

suscripción de acuerdos de pago por deudas de los 
derechos de tránsito a las autoridades de tránsito y se 

dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Tiene por objeto establecer 
una amnistía a los deudores de multas por 
infracciones al Código Nacional de Tránsito y 
posibilitar la suscripción de acuerdos de pago por 
deudas de los derechos de tránsito a las autoridades 
de tránsito.

Artículo 2°. A partir de la promulgación de la 
presente ley, por única vez y hasta el 31 de diciembre 
de 2020, todos los infractores que tengan pendiente 
el pago de las multas, están pagando o hayan 
incumplido acuerdos de pago por infracciones a las 
normas de tránsito impuestas hasta el 31 de mayo 
de 2020, podrán acogerse, sin necesidad de asistir 
a un curso pedagógico de tránsito, a un descuento 
del cincuenta por ciento (50%) del total de su deuda 
y del cien por ciento (100%) de sus respectivos 
intereses. 

Parágrafo 1°. Quienes suscriban acuerdos de 
pago dentro del término previsto en este artículo, 
contarán con un plazo de hasta un (1) año contado 
a partir de la fecha de suscripción del acuerdo para 
pagar lo debido, y para lo cual, las autoridades de 
tránsito territoriales aplicarán lo dispuesto en sus 
manuales de cartera. 

Quienes incumplan con una sola de las cuotas 
pactadas, perderán el beneficio de la amnistía 
y la autoridad de tránsito iniciará la ejecución 
por la totalidad de lo adeudado, procediendo a 
reportar la novedad sobre las multas y sanciones 
por infracciones de tránsito al Sistema Integrado 
de Información sobre Multas y Sanciones por 
Infracciones de Tránsito (SIMIT). 

Durante el término que dure la amnistía y en 
adelante, los ciudadanos podrán suscribir acuerdos 
de pago directamente con los Organismos de 
Tránsito, con el Sistema Integrado de Información 
sobre Multas y Sanciones por Infracciones de 
Tránsito (SIMIT) en cualquiera de sus oficinas del 
territorio nacional o con aquellos entes públicos 
o privados con los que los organismos de tránsito 
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haya suscrito o suscriba contratos y convenios con 
el fin de dar aplicación a los principios de celeridad 
y eficiencia en el recaudo y cobro de multas. En todo 
caso, el acuerdo de pago suscrito debe enviársele y 
reportarse al Organismo de Transito correspondiente 
en un término no mayor a tres días para los efectos 
pertinentes. 

Los Organismos de Tránsito, en coordinación con 
el Sistema Integrado de Información sobre Multas 
y Sanciones por Infracciones de Tránsito (SIMIT), 
podrán realizar cobros persuasivos y/o acuerdos de 
pago para coadyuvar a la recuperación y recaudo de 
la cartera de las infracciones de tránsito en todo el 
territorio nacional sin costo alguno. 

Parágrafo 2°. Los beneficios de que trata la 
presente ley no se reconocerán ni se concederán a 
aquellos conductores que, al momento de los hechos 
constitutivos de la infracción, estuvieran en estado 
de embriaguez o bajo los efectos de las sustancias 
psicoactivas de que trata la Ley 1696 de 2013. 

Parágrafo 3°. Para todos los efectos legales, 
los organismos de tránsito no podrán tramitar la 
entrega de vehículos inmovilizados hasta tanto el 
propietario, poseedor o infractor acredite estar a paz 
y salvo por concepto de multas o haber firmado un 
acuerdo de pago que se encuentre vigente.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 15 de la Ley 
1005 de 2006 el cual quedará así:

Artículo 15. Competencia y fijación de los 
derechos de tránsito. Corresponde a las Asambleas 
Departamentales, Concejos Municipales o 
Distritales, de conformidad con el artículo 338 de 
la Carta Política y el artículo 168 de la Ley 769 de 
2002, fijar el sistema y método para determinar las 
tarifas por los derechos de tránsito que se realizan 
en los organismos de tránsito ante el Registro Único 
Nacional de Tránsito (RUNT).

Las tarifas por los derechos de tránsito estarán 
basadas en un estudio económico sobre los costos 
del servicio con indicadores de eficiencia, eficacia y 
economía, en el cual, se deberá incluir por concepto 
de los costos inherentes a la facultad que tiene el 
Ministerio de Transporte de asignar series, códigos 
y rangos de las especies venales correspondientes 
a licencia de tránsito, placa única nacional, tarjeta 
de registro y licencia de conducción, el equivalente 
a 0,70 Unidades de Valor Tributario (UVT) por la 
generación o modificación de una especie venal 
de tránsito, independientemente que se realice de 
manera individual o conjunta en una sola solicitud.

El ciudadano deberá cancelar esta tarifa a través 
de los medios dispuestos para tal fin a favor del 
Ministerio de Transporte.

Parágrafo Transitorio. El valor que le corresponde 
al Ministerio de Transporte establecido en el presente 
artículo, se debe transferir a partir del 1° de enero 
de 2021 y a través de los medios dispuestos para 
tal fin, mientras tanto se continuará transfiriendo 
el porcentaje del 35% establecido en el artículo 
15 de la Ley 1005 de 2006, debiendo liquidarse y 
cancelarse al momento de hacer el trámite y serán 

girados por el organismo de tránsito a más tardar el 
30 de cada mes.

El Ministerio de Transporte podrá suscribir 
acuerdos de pago por las sumas que se le adeuden 
por el porcentaje o valor que le corresponde de los 
derechos de tránsito de que trata el artículo 15 de 
la Ley 1005 de 2006, conforme las disposiciones 
legales vigentes que regulen la materia.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su sanción y promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado en 
Sesiones Plenarias No Presenciales del Senado de la 
República los días 11, 16 y 17 de junio de 2020, al 
Proyecto de ley número 181 de 2019 Senado, 133 
de 2018 Cámara, por medio de la cual se establece 
amnistía a los deudores de multas de tránsito, se 
posibilita la suscripción de acuerdos de pago por 
deudas de los derechos de tránsito a las autoridades 
de tránsito y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado 
con modificaciones en Sesiones Plenarias no 
Presenciales del Senado de la República de los días 
11, 16 y 17 de junio de 2020, de conformidad con el 
articulado para segundo debate.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 17 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 185 DE 2019 SENADO, 

181 DE 2018 CÁMARA
“por medio de la cual se adoptan normas de pago en 
plazos justos en el ámbito mercantil y se dictan otras 

disposiciones en materia de pago y facturación.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 
objeto desarrollar el principio de buena fe contractual, 
mediante la adopción de una serie de medidas que 
protejan a las personas naturales y jurídicas que sean 
sometidas a condiciones contractuales gravosas en 
relación con los procedimientos y plazos de pago 
y facturación de sus operaciones comerciales, 
incorporando la obligación de pago en plazos justos. 

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Esta ley será 
de aplicación a todos los pagos causados como 
contraprestación en los actos mercantiles, ya sean 
efectuados por comerciantes o por personas que sin 
tener calidad de comerciantes ejerzan operaciones 
mercantiles, de conformidad con lo dispuesto en 
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el Decreto 410 de 1971 (Código de Comercio), así 
como las realizadas entre los contratistas principales, 
sus proveedores y subcontratistas. 

Se excluyen del ámbito de aplicación de esta ley: 
1.  Los pagos efectuados en las operaciones 

comerciales en las que intervengan consumidores, 
y que estén sujetas a las normas de protección del 
consumidor. 

2.  Los intereses relacionados con la legislación 
en materia de cheques, pagarés y letras de cambio y 
los pagos de indemnizaciones por daños, incluidos 
los pagos por entidades aseguradoras, así como el 
contrato de mutuo y otros contratos típicos o atípicos 
donde los plazos diferidos sean propios de la esencia 
del contrato respectivo. 

3.  Las deudas sometidas a procedimientos 
concursales o de reestructuración empresarial, 
que se regirán por lo establecido en su legislación 
especial. 

Artículo 3°. Obligación de pago en plazos justos. 
En aplicación del principio de buena fe contractual 
contemplado en el artículo 871 del Decreto 410 
de 1971 (Código de Comercio) se adopta como 
deber de todos los comerciantes y de quienes sin 
tener calidad de comerciantes ejerzan operaciones 
mercantiles, la obligación general de efectuar el pago 
de sus obligaciones contractuales, en un término que 
se pactará para el primer año de entrada en vigencia 
de la presente ley de máximo 60 días calendario y a 
partir del segundo año, máximo 45 días calendario 
improrrogables a partir de entrada en vigencia de la 
ley, calculados a partir de la fecha de recepción de 
las mercancías o terminación de la prestación de los 
servicios.

Parágrafo 1°. Se exceptúan de esta disposición las 
operaciones mercantiles realizadas entre sociedades 
consideradas como grandes empresas. 

Parágrafo transitorio. Tránsito de legislación. 
El plazo previsto en el presente artículo tendrá la 
siguiente aplicación gradual: 

1.  A partir de la entrada en vigencia de esta 
ley, el plazo para el pago de obligaciones, en los 
términos del artículo, será de máximo sesenta (60) 
días calendario durante el primer año. 

2.  A partir del segundo año de la entrada en 
vigencia de la Ley, el plazo máximo será de cuarenta 
y cinco (45) días calendario. 

En cuanto a las operaciones mercantiles que 
se realicen en el marco del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, el plazo máximo y 
definitivo para el pago de obligaciones será de 
sesenta (60) días calendario. Dicho plazo comenzará 
a regir desde el inicio del tercer año contado a partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 4°. Disposiciones para procedimientos 
de facturación y pago de obligaciones. En 
aplicación del principio de buena fe contractual 
contemplado en el artículo 871 del Decreto 410 de 
1971, Código de Comercio, todos los comerciantes 
y personas que sin tener calidad de comerciantes 

ejerzan operaciones mercantiles, deberán ajustar sus 
procedimientos y políticas de facturación y pago 
a lo dispuesto en la presente ley, incorporando las 
siguientes disposiciones mínimas, sin que en ningún 
caso se exceda el plazo del que trata el artículo 3º de 
la presente ley: 

1.  En los contratos en que se requiera un 
procedimiento de aceptación o de comprobación 
mediante el cual deba verificarse la conformidad 
de los bienes entregados o los servicios prestados, 
este deberá efectuarse dentro del plazo dispuesto 
previamente. En caso de que el contratante requiera 
del contratista alguna corrección o subsanación en 
el cumplimiento de sus obligaciones, dicha solicitud 
interrumpirá el cómputo del plazo para pago justo, 
el cual se continuará calculando a partir del día 
siguiente en que el contratista realice los ajustes o 
subsanación en el cumplimiento de sus obligaciones. 

2.  Para los procedimientos de verificación de 
facturas sean físicas o electrónicas y documentos 
de soporte, el contratante deberá ajustar sus 
procedimientos para dar cabal cumplimiento al 
plazo de pago justo dispuesto en la presente ley. 
Si la factura no ha sido rechazada en los términos 
legales vigentes, se entenderá que la factura ha sido 
aceptada. En caso de que el contratante requiera 
del contratista alguna corrección o subsanación en 
la factura o documentos de soporte, dicha solicitud 
interrumpirá el cómputo del plazo para pago justo, 
el cual se continuará calculando a partir del día 
siguiente en que el contratista realice los ajustes o 
subsanación requerida en la documentación. 

3.  Si dentro de los procedimientos y políticas 
de facturación y pago existe la obligación de 
adjuntar documentos de cualquier índole que 
deban ser emitidos por el mismo contratante y que 
sean prerrequisito para la radicación de facturas, 
tales como actas de aprobación o informes de 
cumplimiento, será responsabilidad del contratante 
emitir dichos documentos de forma oportuna dentro 
del plazo de pago justo dispuesto en la presente ley, 
y en ningún caso se podrá extender por demora. 

4.  La recepción de la factura por medios 
electrónicos producirá los efectos de inicio del 
cómputo de plazo de pago, siempre que se encuentre 
garantizada la identidad y autenticidad del firmante, 
la integridad de la factura, y la recepción por el 
interesado, en los términos de las normas que 
regulan la materia. 

5.  La aplicación errónea o indebida del cálculo 
de retenciones de cualquier naturaleza por parte del 
contratante, que resulte en un mayor valor retenido, 
se entenderá como incumplimiento en el plazo del 
pago, y, por lo tanto, incurrirá en mora y se generará 
la indemnización dispuesta en el artículo 5° de la 
presente ley. 

Artículo 5°. Indemnización por costos de cobro. 
Sin perjuicio de la aplicación de las normas vigentes 
sobre morosidad de las obligaciones y pago de 
intereses moratorios, cuando el contratante incurra 
en mora por el vencimiento del plazo de pago justo 
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dispuesto en la presente ley, el acreedor tendrá 
derecho a reclamar al deudor una indemnización por 
todos los costos de cobro debidamente acreditados 
en los que haya incurrido a causa de la mora de 
este. En la determinación de estos costos de cobro 
se aplicarán los principios de transparencia y 
proporcionalidad respecto a la deuda principal. 

El deudor no estará obligado a pagar la 
indemnización cuando se demuestre que, por 
caso fortuito, fuerza mayor, no pudo realizarse 
el pago dentro del plazo máximo de pago. Ni el 
deudor ni el acreedor podrán bajo ningún caso, 
alegar la propia culpa, incluyendo la culpa de sus 
empleados o dependientes, o de sus procedimientos 
de facturación y pago. Las demoras imputables al 
acreedor interrumpirán el plazo de pago justo. 

Parágrafo 1°. Esta indemnización podrá ser 
cobrada a través de un proceso ejecutivo. Para este 
fin, el demandante deberá anexar a la demanda 
ejecutiva el respectivo contrato y la liquidación de 
la indemnización, que será entendido como un título 
ejecutivo en los términos del artículo 422 de la Ley 
1564 de 2012. 

Parágrafo 2°. La indemnización a la que se 
hace referencia en este artículo, podrá ser objeto 
de conciliación, transacción o cualquier otro 
mecanismo alternativo de solución de conflictos, en 
lo relacionado con la forma y los términos de pago 
y condonación. 

Artículo 6°. Sanciones. Los actos o acuerdos 
tendientes a impedir u obstruir, o que efectivamente 
impidan u obstruyan, el acceso de las empresas a 
los mercados o a los canales de comercialización, 
con el objeto de evadir la aplicación de las normas 
contempladas en la presente ley, podrán ser objeto 
de las acciones judiciales y/o de las sanciones 
administrativas a las que haya lugar, de conformidad 
con la normatividad vigente. 

Artículo 7°. Carácter imperativo. Las 
disposiciones contenidas en la presente ley tendrán 
carácter de normas imperativas, y, por lo tanto, no 
podrán ser modificadas por mutuo acuerdo entre las 
partes, y cualquier disposición contractual que le 
modifique o le contraríe, se entenderá como ineficaz 
de pleno derecho, sin necesidad de declaración 
judicial. 

Artículo 8°. Reconocimiento a la aplicación de 
plazos justos. El Gobierno nacional, reglamentará 
reconocimientos, tales como, la creación de un sello, 
para aquellas empresas que en su práctica comercial 
atiendan, en plazos menores o iguales a cuarenta y 
cinco (45) días calendario, el pago de sus facturas a 
proveedores. De igual manera el Gobierno nacional, 
elaborará y publicará anualmente un listado de las 
empresas y los tiempos en que cumplen con sus 
pagos, otorgando el reconocimiento del que trata el 
presente artículo para aquellas que se encuentren en 
los primeros lugares. 

Parágrafo. El Gobierno nacional, una vez entrada 
en vigencia esta ley, tendrá un plazo de un (1) año 
para reglamentar lo consignado en este artículo, y 

para establecer los beneficios a aquellas empresas 
que encabecen el listado anteriormente mencionado. 

Artículo 9°. Evaluación. Pasados tres (3) años 
contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, el Gobierno nacional llevará a cabo 
una evaluación independiente del impacto de las 
disposiciones contenidas en la presente ley sobre la 
competitividad y productividad del sector privado en 
el país y, en particular sobre los costos, la liquidez, 
las utilidades y la esperanza de vida de las pequeñas 
y medianas empresas. 

Parágrafo. La evaluación de que trata el presente 
artículo deberá incluir el valor, a precios constantes 
de 2020, de la variación de las operaciones 
mercantiles en las que el acreedor sea una micro, 
pequeña o mediana empresa y el deudor una gran 
empresa.

Artículo 10. Ineficacia de las cláusulas que 
desconozcan los plazos máximos de pago. Sin 
perjuicio de los acuerdos sobre plazos de pago 
entre grandes empresas, la inclusión de cláusulas 
que desconozcan el plazo establecido de 45 y 60 
días calendario, el pago de intereses de mora, o 
que limiten la responsabilidad del deudor, serán 
ineficaces de pleno derecho y no tendrán ningún 
efecto legal. 

Artículo 11. Procedimiento de facturación y 
pago de obligaciones por parte del Estado. El 
Estado deberá ajustar sus procedimientos y políticas 
de facturación y pago a lo dispuesto en la presente 
ley. Los contratos que requieran verificación de 
cumplimiento de bienes y servicios, facturas y 
documentos soporte, los mismos deberán realizarse 
dentro del plazo establecido en la presente ley. En 
caso de que el Estado requiera del contratista alguna 
corrección o subsanación en el cumplimiento de 
sus obligaciones, dicha solicitud interrumpirá 
el cómputo del plazo para pago justo, el cual se 
continuará calculando a partir del día siguiente en 
que el contratista realice los ajustes o subsanación 
en el cumplimiento de sus obligaciones. Si dentro 
de los procedimientos de solicitud el contratista 
requiere algún documento por parte del Estado, será 
responsabilidad de la entidad estatal emitir dichos 
documentos de forma oportuna dentro de los plazos 
dispuestos en la presente ley, y en ningún caso se 
podrán extender dichos plazos por la demora en la 
expedición de dichos documentos. 

Artículo 12. Plazos máximos de pago en 
contratos estatales. En los contratos regidos por el 
estatuto general de contratación de la administración 
pública, que celebren las entidades estatales con 
una micro, pequeña o mediana empresa, según la 
normatividad vigente, los pagos deberán realizarse 
en un plazo máximo de sesenta (60) días calendario 
siguientes, a la aceptación de la factura. 

Parágrafo 1°. El cómputo del plazo establecido 
en este artículo estará sujeto a la disponibilidad del 
Plan Anualizado de Caja (PAC). 
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Artículo 13. Vigencias y derogaciones. La 
presente ley rige a partir del 1° de enero de 2021 y 
deroga las normas que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República el día 17 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 185 de 2019 Senado, 181 de 2018 
Cámara, por medio de la cual se adoptan normas 
de pago en plazos justos en el ámbito mercantil y 
se dictan otras disposiciones en materia de pago y 
facturación.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado con 
modificaciones en Sesión Plenaria no Presencial del 
Senado de la República del día 17 de junio de 2020, 
de conformidad con el articulado para segundo 
debate.

* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA NO PRESENCIAL DEL 
DÍA 20 DE JUNIO DE 2020 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 211 DE 2019 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio entre el 
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno 

de la República Francesa para evitar la doble 
tributación y prevenir la evasión y la elusión fiscal 

con respecto a los impuestos sobre la renta y sobre el 
patrimonio” y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá, 

República de Colombia el 25 de junio de 2015.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Convenio entre 
el Gobierno de la República de Colombia y el 
Gobierno de la República Francesa para evitar la 
doble tributación y prevenir la evasión y la elusión 
fiscal con respecto a los impuestos sobre la renta 
y sobre el patrimonio” y su “Protocolo”, suscritos 
Bogotá, República de Colombia, el 25 de junio de 
2015. 

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Convenio 
entre el Gobierno de la República de Colombia y 
el Gobierno de la República Francesa para evitar la 
doble tributación y prevenir la evasión y la elusión 
fiscal con respecto a los impuestos sobre la renta 

y sobre el patrimonio” y su “Protocolo”, suscritos 
en Bogotá, República de Colombia, el 25 de junio 
de 2015, que por el artículo primero de esta ley se 
aprueba, obligará a la República de Colombia a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto de los mismos. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado 
en Sesión Plenaria No Presencial del Senado de la 
República del día 20 de junio de 2020, al Proyecto 
de ley número 211 de 2019 Senado, por medio de 
la cual se aprueba el “Convenio entre el Gobierno 
de la República de Colombia y el Gobierno de la 
República Francesa para evitar la doble tributación 
y prevenir la evasión y la elusión fiscal con respecto 
a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio”. 
y su “Protocolo”, suscritos en Bogotá, República de 
Colombia el 25 de junio de 2015.

Cordialmente,

El presente texto definitivo, fue aprobado sin 
modificaciones en Sesión Plenaria no Presencial del 
Senado de la República del día 20 de junio de 2020, 
de conformidad con el texto propuesto para segundo 
debate.
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